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SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA
Tema : 
A pesar de que en múltiples ocasiones la Corte Suprema de Justicia ha indicado que entre el hecho que constituye justa causa de terminación del contrato de trabajo y el despido debe existir inmediatez, ello, en palabras también suyas, no significa simultaneidad o imposición automática de la sanción.
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MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, diecisiete de septiembre de dos mil nueve
Acta número 0060 del 17 de septiembre de 2009
En la fecha, siendo las tres y treinta minutos de la tarde, conforme se programó en auto que precede, esta Sala y su Secretaria se constituyen en audiencia pública dentro de la que ha de absolverse la apelación de la sentencia dictada por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira el 15 de mayo de 2009, dentro del proceso de doble instancia que María Elena Orejuela Rodríguez le promueve a Central de Comunicaciones S.A. Centracom S.A. 
El proyecto presentado por el ponente, aprobado por los restantes Magistrados de la Sala, fue discutido como consta en el acta a que se refiere el encabezamiento y alude a estos,

ANTECEDENTES
Manifiesta la demandante, por medio de apoderado judicial, que fue vinculada laboralmente por la demandada el 19 de mayo de 1993, por medio de contrato de trabajo a término indefinido, para cumplir funciones de cajera en esta ciudad; laboró hasta el 9 de noviembre de 2007, cuando la accionada dio por terminado su contrato de trabajo, alegando supuesta justa causa, al considerar que la señora Orejuela Rodríguez el 7 de junio de 2007 cobró un estudio de crédito no autorizado por Comcel y por haberse apropiado, el 17 de julio de 2007, de la suma de $59.900, dinero que le fue entregado y el cual no fue dado a la cajera; las citadas situaciones se dieron el 7 de junio y el 17 de julio de 2007, siendo escuchada en descargos solo hasta el 11 de octubre siguiente y despedida el 9 de noviembre de 2007, de donde se decanta que no existió inmediatez entre la falta catalogada como justa y el despido; su último salario básico era de $706.044 mensuales.
Con base en el sustento fáctico relatado pretende que, luego de declarar la existencia entre las partes de un contrato de trabajo a término indefinido, desarrollado entre el 19 de mayo de 1993 y el 9 de noviembre de 2007, se declare que el mismo fue terminado injustamente y que como consecuencia se condene a la sociedad demandada al pago de la indemnización por despido injusto señalada en el artículo 28 de la Ley 789 de 2002, con su correspondiente indexación; por último solicita sea condenada en costas la accionada.    

La demanda fue admitida por auto del 28 de marzo de 2008, fl. 14, y se ordenó correrla en traslado a la parte accionada, quien contestó por medio de apoderado, fl. 22, pronunciándose respecto a los hechos. Se opuso a las pretensiones y excepcionó Pago.

A folio 55 reformó la demanda la actora, agregando hechos nuevos y solicitando pruebas adicionales, lo cual fue aceptado por el Juzgado por medio de decisión del 18 de junio de 2008, fl. 59

Fracasó la fase conciliatoria ante la falta de tal ánimo en la accionada, fl. 62. Agotadas otras etapas, el Juzgado se constituyó en primera audiencia de trámite disponiendo la apertura del proceso a prueba ordenando tener por tales las que a las partes interesaron. 

Instruido en lo posible el debate, se clausuró el período probatorio convocándose a juzgamiento que fue proferido en audiencia pública llevada a cabo el 15 de mayo último, fl. 109. La sentencia negó las pretensiones de la demanda al encontrarse que existió justa causa para despedir a la actora y que dicha decisión se asumió dentro de un plazo razonable.

Contra la anterior decisión se levantó en apelación el apoderado de la demandante, fl. 119, argumentando que en Centracom era permitido que los trabajadores facilitaran a los usuarios una certificación salarial para optar a la entrega del servicio, constancia que era expedida por un contador por $20.000, trámite que era reiterado y habitual, por ende patrocinado por la empresa, lo cual es certificado por los testimonios recepcionados, amén que la sociedad accionada no aportó prueba alguna para demostrar que dicho cobro estuviera prohibido..

Afirma que no es cierto que la trabajadora haya aceptado en sus descargos que le exigió a los quejosos $40.000 por dos estudios de crédito, por lo contrario, explicó que ese cobro era por la certificación del contador.
Manifiesta que respecto al apoderamiento de $59.000, era obligación del empleador demostrar que fue la trabajadora quien se apropió de dicha suma.

Por último, insiste en la falta de inmediatez entre los descargos y el despido de que fue objeto la actora, pues transcurrió un tiempo que considera excesivo, 29 días, entre uno y otro acto.

Concedido el recurso fueron enviados a este Sede los autos y corrido a las partes el traslado de rigor, dentro del cual las partes guardaron silencio, se procede a resolverlo con apoyo en estas

CONSIDERACIONES
El estudio a realizar en esta instancia, se limitará a determinar la justicia en el despido del que fue objeto la demandante, María Elena Orejuela Rodríguez, y si dicha terminación del vínculo laboral fue realizada oportunamente.

Conforme consta en el proceso, la actora fue despedida el 9 de noviembre de 2007, fl. 10, bajo los argumentos de haber ésta cobrado a los señores Roberto Arias Rojas y María Patricia Mariaca la suma de $20.000 a cada uno por unos estudios de crédito, lo cual no obedeció a ninguno de los procedimientos establecidos por la empresa, además, el 17 de julio de 2007 recibió la suma de $59.900 correspondientes al pago de un equipo celular, dinero que no ingresó a caja.

Pues bien, dichos comportamientos encajan perfectamente en la causal invocada en el documento por medio del cual se le hizo saber la decisión de su empleador, esto es, el artículo 62, literal a), numeral 5° del Código Sustantivo del Trabajo, el cual reza así:

“Artículo 62. Subrogado. D.L. 2351/65, art. 7º. Terminación del contrato por justa causa. Son justas causas para dar por terminado unilateralmente el contrato de trabajo:

a) Por parte del patrono:
…

5. Todo acto inmoral o delictuoso que el trabajador cometa en el taller, establecimiento o lugar de trabajo o en el desempeño de sus labores.”

Ahora se debe determinar si los hechos invocados como causales de terminación del nexo contractual realmente se produjeron y si la actora los cometió. La primera acusación en contra de la señora Orejuela Rodríguez, fue realizada el 4 de octubre de 2007, fl. 34, por los señores Roberto Arias Rojas y María Patricia Mariaca, los cuales relatan que estando en las oficinas de Comcel en el parque La Rebeca, se enteraron que el estudio de crédito para tomar un plan postpago no tiene ningún costo y que sin embargo, el 7 de junio cuando acudieron a Centracom para solicitar dos de dichos planes, una empleada les cobró $20.000 por el estudio de cada uno de sus créditos.

A partir de dicho momento se empezó a investigar lo sucedido, convocando a los denunciantes para que informaran cual era el empleado que les había cobrado dicho dinero, lo cual efectivamente hicieron a través de fotografías, señalando a la actora, de lo cual se dejó un acta, fl. 37, procediendo la empresa a la devolución del dinero.
Por otra parte, a folio 38 del expediente encontramos un fax remitido por el Subdistribuidor Diego Fernando Duque Rave desde el municipio de Santuario, en el cual relata, palabras más palabras menos, que el día 17 de julio de 2007 al acudir a pagar un equipo que le había sido remisionado y al no encontrarse ninguna persona en caja, le indicaron que dejara el dinero con Maria Elena Orejuela, quien en otras ocasiones lo había atendido en caja, como efectivamente lo hizo, siendo llamado después para reclamarle tal dinero, pues nunca fue reportado en caja ese pago.
Por medio de oficio del 10 de octubre de 2007, fl. 44, fue citada la demandante a diligencia de descargos, la cual fue realizada el 11 de octubre de 2007, en presencia de la Gerente General, la Directora Administrativa, una funcionaria de Control Interno, la trabajadora y dos (2) testigos elegidos por ella. En esa diligencia expuso la demandante entre otras cosas:
· Que a nadie le había cobrado dinero. 

· Que ella le ofrece a los clientes una carta de contador que vale $20.000, necesaria para activar las líneas postpago.

· Respecto al caso del subdistribuidor, afirma que como el equipo había variado de precio, tenían que realizar una nota crédito, le recibió la dijin (especie de recibo) y la plata porque el proceso de notas crédito era complicado; el dinero se lo devolvió a Maria Elena García.

Conforme a las deponencias vertidas al infolio, en el procedimiento para la venta de una línea celular postpago en Centracom S.A., primero se verifican los reportes que tenga el cliente en Datacrédito, lo cual tiene un costo de $1.500 a $2.000, posteriormente, en caso que la persona tuviese problemas con Datacrédito o si es independiente, el vendedor, con el fin de no perder la venta, le ofrece los servicios de un contador, el cual por $20.000 le expide una certificación de ingresos, procedimiento que era de conocimiento de la empresa.

En el resto de las deponencias de folios 68 a 96, aportadas tanto por la parte actora como por la accionada, se nota claramente la predisposición de los declarantes a favor de la demandante, la mayoría de ellos conocen los pormenores del asunto por comentarios internos en la empresa y emiten diversos juicios y conjeturas, todos a favor de la actora, manifestando que tal vez se trate de una confusión y dejando claro que no desconfían de la honorabilidad de ésta.
No obstante, los señores Roberto Arias Rojas y María Patricia Mariaca fueron citados a ratificar su denuncia por parte del apoderado de la parte demandante, los cuales afirmaron:

Roberto Arias Rojas, fl. 104:

· A mediados de 2007 se cercó con su esposa a una oficina de Centracom ubicada en la avenida Circunvalar, con el objeto de informarse sobre como adquirir dos líneas de celular.
· Relata que fueron atendidos por María Elena Orejuela, la cual les informó que primero deberían realizar una consulta a las centrales de riesgo (Datacrédito) y que por ser independientes necesitaban certificaciones de ingresos expedidas por contador público.

· Entonces solicitaron el estudio de crédito de ambos, procediendo la funcionaria a cobrarles por tal concepto la suma de $20.000 a cada uno.
· Dicho estudio indicó que él estaba reportado en las centrales de crédito y que su esposa no tenía ningún problema.

· Posterior al trámite enunciado, no adquirieron los planes, y se retiraron para aclarar con la entidad financiera el reporte en Datacrédito.

· Dos (2) meses después regresaron a las oficinas de Centracom para adquirir un celular para su esposa y fueron atendidos por el señor Héctor Iván Patiño, quien les explicó nuevamente el procedimiento, presentando ellos la documentación, incluyendo una certificación de un contador amigo, la cual no fue aceptada por la falta de algún dato que la invalidaba, recibiendo la opción por parte del vendedor, de conseguirles un contador para dicho propósito y que el documento valía $20.000, dinero que fue pagado y se adquirió el plan.

· En octubre de 2007, en las oficinas de Comcel, fueron a averiguar por un plan para él, donde quien los atendió les informó que debían realizarles un estudio crediticio, ante lo cual preguntó si debía pagar nuevamente $20.000, lo cual sorprendió a la funcionaria, quien les informó que los concesionarios podían cobrar $1.500 o $2.000 por ello.

· Ante lo anterior, formularon queja allí mismo, la cual tuvieron que ampliar posteriormente, identificando a la empleada que les había cobrado dicho dinero, el cual les fue reintegrado.

María Patricia Mariaca Vallejo, fl. 105:

· Afirma que la accionante les dijo que para adquirir las líneas postpago necesitaban un estudio de crédito y que cada uno costaba $20.000.

· Regresaron a Centracom a comprar el plan para ella el 31 de julio, llevando los papeles que le habían indicado, incluyendo la carta del contador.

· Ese día fueron atendidos por Héctor Iván, quien les informó que la certificación del contador no servía, por lo que les ofreció los servicios de un contador, los que procedió a pagar.

· Posteriormente se dirigieron a las oficinas de Comcel para adquirir un plan para su esposo; allí una empleada les informó que requería un estudio de crédito, y ellos le dijeron, ¿Otros $20.000?, informándole a la vendedora que ya habían pagado esa suma en Centracom.

· La funcionaria se extrañó mucho y les explicó que un estudio de crédito valía de $1.500 a $2.000, por lo que procedieron en ese mismo lugar a formular la queja, la cual fue ampliada ante Comcel y Centracom, debiendo identificar a la empleada por medio de fotografías.

Las declaraciones precedentes concuerdan, son creíbles y verosímiles, no muestran ninguna predisposición a favor o en contra de alguna de las partes, simplemente dan fe de lo por ellos percibido, siendo de todos los testigos aportados, quienes tuvieron el conocimiento más directo de lo ocurrido.

Y aunque el apoderado de la parte actora intentó, sin éxito dicho sea de paso, confundir el concepto por el cual recibió la demandante $40.000 indebidamente, quedó claro que dicho cobro no fue para certificados de contador, pues los denunciantes, en los cuales no se denota ánimo malsano alguno, fueron diáfanos al especificar que lo que se les cobró fue por el estudio del crédito, pues las certificaciones de contador finalmente no fueron adquiridas al no haberse suscrito en ese momento ningún plan de telefonía celular, lo cual hicieron posteriormente, ocasión en la que se le volvió a cobrar a la señora Mariaca Vallejo dicho concepto, momento a partir del cual se empezó a vislumbrar el engaño del que habían sido victimas.

Respecto al dinero entregado por el subdistribuidor, ninguna explicación convincente se dio al respecto, lo cierto es que la demandante recibió el dinero y aunque manifieste que lo entregó a otra persona, ello no se demostró en el proceso, menos ante el empleador.

Lo que de lo discurrido se decanta con claridad, es que la accionante cometió actos que ameritaban la terminación del contrato al amparo de una justa causa, sin que por su antigüedad deba ser exonerada de sus faltas, pues dicha trayectoria no implica que se deban tolerar por parte de la empleadora actitudes reprochables como las que se le imputaron.
En lo referente al lapso de 29 días corridos entre la recepción de los descargos y el despido, el cual en sentir del quejoso es excesivo, para nada lo es, pues como lo ha dicho la Corte Suprema de Justicia y rememoró la a quo, inmediatez, en estos casos específicos, no significa simultaneidad, y para esta Corporación el lapso corrido entre uno y otro hecho, es perfectamente comprensible, toda vez que el empleador se tomó su tiempo para ponderar la situación, analizar los descargos rendidos y finalizar las indagaciones pertinentes.
En cuanto a que la empresa toleraba que sus empleados recibieran dineros de los clientes para diversos trámites, como el pago del Datacrédito y de la certificación de ingresos expedida por contador, ello no constituía autorización para apropiarse de dicho dinero, se trataba simplemente de una forma de atención al cliente, de la cual se servían los vendedores para agilizar y facilitar al usuario la adquisición de los planes y equipos celulares, lo cual repercutía en que el trabajador recibiera más comisiones por ventas, tal como lo relatan algunos de los testigos. 

Visto lo precedente, se impone la confirmación de la decisión de primera instancia.
Costas en esta sede, a cargo de la demandante y a favor de la demandada.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia que por vía de apelación ha revisado.
Costas en esta sede, a cargo de la demandante y a favor de la demandada.
Decisión notificada en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente diligencia, se termina y se firma en constancia el acta por los intervinientes.

Los Magistrados,

Hernán Mejía Uribe

Francisco Javier Tamayo Tabares

Ana Lucía Caicedo Calderón
Lina María Arbelaez Giraldo
Secretaria
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